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MIEMBROS: — Señores Representantes Eleonora Bianchi y Tabaré Hackenbruch Legnani. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Pablo Abdala. 


INVITADOS: Por AUDTSS doctora Cristina Mangarelli y doctor Mario Garmendia. 
Por IDTSS profesor doctor Oscar Ermida Uriarte. 


Por PITCNT doctora Rosario Oiz y señor Milton Castellano. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC (Pozzi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a la doctora Cristina 
Mangarelli y al doctor Mario Garmendia, de la Asociación Uruguaya de Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social. 


SEÑORA MANGARELLI.- En primer lugar, muchas gracias por recibirnos. 


Quiero hacer una aclaración respecto a quiénes somos: la Asociación Uruguaya de Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social es una institución sin fines de lucro que se dedica al estudio del Derecho del Trabajo y de 
la Seguridad Social, es decir, es una Asociación científica, que se dedica al estudio de estas disciplinas. Toda 
su Comisión Directiva está integrada por profesores de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, de la 
Universidad. Quienes hoy concurrimos a esta Comisión somos profesores de la Universidad de la República 
en Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social. 


Venimos a hablar de un artículo presentado en la Rendición de Cuentas a través del cual se limita a dos el 
número de testigos en los juicios laborales respecto de cada rubro. Es decir que cuando un trabajador 
reclame, por ejemplo, por horas extras, licencias, salario vacacional o despido abusivo, se pretende limitar a 
dos el número de testigos por cada rubro 


Los señores Diputados saben que este proyecto se presenta como una forma de lograr mayor celeridad en los 
juicios laborales, y mayor eficiencia. Entendemos que la propuesta es equivocada, pues esto no va a traer 
mayor eficiencia en la Administración ni mayor celeridad en los juicios laborales; además, atenta contra la 
seguridad jurídica, y esto por las siguientes razones. 


En primer lugar, no hay ninguna razón que justifique la limitación a dos testigos en los juicios laborales y que 
no se establezca esa misma limitación para los juicios civiles. No existe motivo alguno en esta 
discriminación. 


En segundo término, atenta contra la seguridad jurídica. Cualquier abogado sabe que no es posible, con dos 
testigos, probar un rubro laboral. Y esto no es solo a favor del trabajador sino también del empleador; no es 
posible hacer una contraprueba con dos testigos. 


En tercer lugar, una pretendida celeridad no puede plantearse en desmedro de los derechos de los justiciables, 
que es lo que ocurre en el presente caso. 


En cuarto término, de aprobarse este proyecto no se logrará mayor celeridad, porque si los señores Diputados 
observan, en la propia norma se prevé la posibilidad, con fundamentos, de solicitar al Juez que amplíe el 
número de testigos. Y esto va a ocurrir en todos los casos; creo que va a ser un trámite más engorroso porque 
los abogados litigantes vamos a pedir que se amplíe el número de testigos y el Juez, en cada uno de los casos, 
tendrá que fundamentar por qué entiende que se debe ampliar el número de testigos. Esto determinará que el 
trámite sea más engorroso. 


En quinto lugar, esto no solo no tiene justificación -y va contra los derechos de los justiciables- sino que no 
es necesario la aprobación de esta norma porque el actual sistema admite que el Juez, cuando se sienta 
suficientemente instruido, por ejemplo, con dos testigos -inclusive con uno-, puede dejar de tomar 
declaración al resto de los testigos propuestos. Es decir, tampoco hay necesidad de aprobar una norma que ya 
está prevista en el actual sistema. 


Por todas estas razones entendemos que no correspondería aceptar la modificación propuesta. Aprovechamos 
la ocasión para señalar que es cierto que los juicios laborales -como en este proyecto se fundamenta esta 
posible reforma en la celeridad de estos juicios- demoran mucho tiempo, y que prácticamente llegan a durar 
tres años entre la primera y la segunda instancias. Los señores Diputados imaginarán que cuando un 
trabajador tiene que cobrar salarios no pagos, es mucho tiempo esperar tres años. Evidentemente, es 
necesario una reforma en las normas actuales, en el proceso previsto, pero este no es el modo de hacerlo, ni 
se va lograr, como ya manifesté. El cambio en el proceso laboral no solo debe pasar por una modificación de 
la normativa vigente, sino también por una profunda modificación del funcionamiento actual de la oficina de 
los Juzgados y del sistema de notificaciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GARMENDIA.- Hay muy poco para agregar luego de la síntesis que acaba de hacer la 
profesora Mangarelli. Simplemente quisiera enfatizar que la preocupación que provoca esta 
disposición a la Asociación Uruguaya de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social va más allá de 
que podamos considerar que la norma favorecerá a una u otra de las partes que se enfrentan en un 
litigio. La norma es mala para ambas partes, es decir, conspira contra la obtención de la finalidad que 
debe tener un proceso judicial que es, precisamente, llegar a la verdad material de los hechos, a la 
verdad real sobre cómo acontecieron las circunstancias que se van a dilucidar en un proceso judicial. 


Y resulta absolutamente imposible, o extremadamente difícil -para no ser tan radical- concebir un juicio en el 
que un trabajador, por ejemplo, esté reclamando el pago de horas extras y logre probar la existencia de esas 
horas extras mediante el aporte testimonial de dos personas. Es habitual que las dos personas que se 
presentan no puedan hacer referencia a todo el período por el que se está reclamando, o que entren en 
contradicciones. Por ejemplo, piénsese en un juicio en el que se esté discutiendo la existencia, o no, de 
notoria mala conducta como eximente del despido. Frente al testimonio que puedan aportar dos personas el 
Juez no va a poder llegar a instruirse acerca de la veracidad de lo que el empleador está exponiendo como 
argumento para eximirse del pago de la indemnización por despido. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Iturralde Viñas) 


Como decía la profesora Mangarelli, también resulta curioso que se esté pensando en utilizar este 
mecanismo para acelerar los juicios cuando notoriamente carece de habilidad a tales efectos. Los 
juicios laborales no son lentos por el número de testigos que se interrogan, sino por una cantidad de 
otras circunstancias, que no necesariamente coinciden con esta cuestión. Es decir, como propósito, 
como finalidad, se plantea lograr algo a través de la norma, pero este instrumento no es el adecuado 
para alcanzar el objetivo. 


Finalmente, debo decir que la Asociación Uruguaya del Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social 
comparte la necesidad o la sensación de que los juicios laborales deberían hacerse más dinámicos, acelerarse 
más, y que en tal sentido pueden plantearse alternativas verdaderamente eficaces y hábiles para alcanzar ese 
propósito. Para esto desde ya la Asociación ofrece su colaboración a esta Comisión y a cualquier ámbito en el 
que pudiera aportar ideas que efectivamente puedan alcanzar esa finalidad que, desde luego, es compartida. 


Por estos motivos, ha quedado claro que esta opinión que creemos estar reflejando claramente es compartida 
por los distintos ámbitos académicos; en unos instantes la Comisión recibirá una delegación del Instituto de 
Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, de la Universidad de la República, que expondrá las mismas 
líneas de pensamiento, por lo cual entiendo que sería importante dejar a un costado la aprobación del artículo 
23 que viene en el proyecto de la Suprema Corte de Justicia. 


Agradecemos la deferencia por habernos atendido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pido disculpas por la demora. 


Quisiera hacer algunos comentarios. Me parecen muy atinados los planteamientos realizados por la 
delegación; desconocemos las razones, pero creo que valdría la pena que preguntáramos a la Suprema Corte 
de Justicia cuáles han sido los motivos de este artículo. 


La primera reflexión que me surgió cuando leía las normas es que si alguien es afectado por la falta de 
celeridad es el propio trabajador; creo que vamos a apurar algo en beneficio de alguien que lo pensamos 
nosotros. Pero, ¿por qué razón? Dejemos en manos del trabajador resolver si presenta menos testigos y trata 
de probar de esa forma, o si su causa es más difícil de probar y, por lo tanto, necesita más testigos. Creo que 
esto viene desde las viejas glosas marginales del Código Napoleónico, cuando se decía que "Dos testigos 
podrán condenar a un villano, pero un villano no podrá condenar dos testigos". Desde aquella época siempre 
surgió el tema de que mínimamente se necesitaban dos testigos para todo, pero no lo había visto acotado. 


En principio, la norma no me parece apropiada, pero creo que deberíamos conversar 


No obstante, entiendo propicio el momento para señalarles ciertos temas que hemos conversado 
informalmente con algunos Ministros de la Suprema Corte de Justicia. Quizás ha llegado el momento de 
comenzar a pensar de qué manera se legisla globalmente para lograr mayor celeridad en la Justicia, pero no 
poniendo parches y remiendos en las distintas materias y en diferentes lugares; tiene que ser un pensamiento 
más global, un sistema judicial global en el que pensemos cuál es la función de la Fiscalía desde el punto de 
vista penal y en el que pensemos cuáles son las funciones civil y laboral, y dividamos las tareas, pero en todo 
un conjunto de normas que haga a la renovación del sistema en su conjunto, no tratando de poner parches - 
reitero-, porque entendemos que no ayudan para nada. 


La demora en los juicios laborales es preocupante. No obstante ello, cuando uno mira cuánto duraban hace 
diez años puede ver con atención que ha habido una mejoría importante en el tema. 


Por consiguiente, es bienvenida la visita de esta delegación y recogemos su opinión. Creo que todos hacemos 
consenso en que no parece haber razón para votar esta norma, pero de todas formas lo tendremos que 
conversar con los compañeros de la Comisión de Presupuestos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Encontré este artículo en el proyecto enviado por el Poder Judicial y 
tenemos confirmado que también vino en el Mensaje del Poder Ejecutivo. Este artículo 23, como aquí 
se ha mencionado, corresponde a la numeración dada en el proyecto del Poder Judicial. He tratado de 
revisar el proyecto de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal Ejercicio 2006 -que 
no nos resulta tan familiar porque no lo estamos considerando en esta Comisión; sí lo están analizando 
en la Comisión de Presupuestos-, y en principio no lo vi incluido en el Mensaje remitido por el Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Creo que sería bueno que los invitados solicitaran una 
entrevista con la Comisión de Presupuestos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parece apropiada la propuesta del señor Diputado Hackenbruch Legnani. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Para el día lunes está previsto que a la Comisión de Presupuestos, 
integrada con la de Hacienda, asistan representantes del Poder Judicial para analizar estos temas. 


Como bien decía el señor Presidente, desde ya nos comprometemos -personalmente no lo hago porque tengo 
otros asuntos para consultar a la Suprema Corte de Justicia- a plantear este tema 


Tal vez en esto estemos teniendo una actuación -que, por supuesto, nunca es infértil-, pero quizás la solución 
ya esté resuelta, inclusive, antes de que se apruebe esta norma. 


SEÑOR POZZI.- ¡Capaz que la norma ni siquiera vino! 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Capaz que ni siquiera vino, pero aun así la Suprema Corte de Justicia 
puede llegar a abogar por ella en el propio análisis. Reitero que en el proyecto del Poder Judicial esta 
disposición figura como artículo 23; no lo encontré en el Mensaje del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, viene fundamentado por la señora Presidenta de la Suprema Corte 
de Justicia, doctora Sara Bossio Reig, y con la firma del doctor Elbio Méndez Areco. 


Me acota la señora Prosecretaria que la Comisión de Presupuestos no está otorgando audiencias, pero de 
todas formas, tal vez informalmente puedan conversar sobre este tema con alguno de sus integrantes. 


Agradecemos la presencia de la doctora Cristina Mangarelli y del doctor Mario Garmendia. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación Uruguaya de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social) 


(Ingresa a Sala el doctor Oscar Ermida Uriarte, del Instituto Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social) 


Para la Comisión de Legislación del Trabajo es un gusto recibir al profesor Grado 5, doctor Oscar 
Ermida Uriarte. 


Informo al doctor Ermida Uriarte que acabamos de recibir a los profesores Cristina Mangarelli y Mario 
Garmendia por este asunto. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- En primer lugar, en mi nombre y en del Instituto de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social, de la Facultad de Derecho, agradezco muy especialmente esta 
posibilidad de hacer este planteamiento. 


Ustedes saben que el Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social es el órgano de la Facultad de 
Derecho que nuclea a todos los profesores de Derecho Laboral y de Seguridad Social. El motivo de esta 
visita es -como ya saben- la disconformidad que la Cátedra de Derecho Laboral tiene con el proyectado 
artículo 23 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance Presupuestal Ejercicio 2006, que reduce a 
dos el número de testigos proponibles por rubro en las causas laborales. 


Los motivos por los cuales el Instituto manifiesta su oposición a la aprobación de esta disposición podrían 
resumirse en tres. En primer lugar, supone una disminución de la posición del trabajador en el litigio, porque 
en materia laboral la prueba testimonial es normalmente fundamental por la propia primacía de los hechos 
sobre la realidad en materia laboral, y el hecho de que en la mayor parte de los casos la documentación la 
produce el empleador, la forma que tiene el trabajador de probar sus afirmaciones es a través de testigos. Por 
lo tanto, esa disminución de los testigos que se pueden proponer, aunque no sea la finalidad de la norma -sin 
duda no lo es-, provocaría un debilitamiento de la posición litigiosa del trabajador. 


El segundo motivo tiene que ver con que, de algún modo, al establecerse esta limitación solamente para la 
materia laboral, supone una suerte de desmerecimiento de la materia laboral; como que los juicios no son tan 
importantes, por lo que no se necesita mayor número de testigos. 


Y la tercera razón por la que nos oponemos a esta norma es porque, en realidad, es innecesaria. Los Jueces ya 
disponen de esa facultad a través de una disposición vigente del Código General del Proceso: en cualquier 
momento el Juez puede decir que no toma más audiencia de testigos porque se considera suficientemente 
instruido 


Esta norma vendría a facilitar esa acción al Juez, es decir, n no comprarse el pleito de que la contraparte diga: 
"No, yo tengo interés en más testigos, etcétera", pero el Juez tiene todas las facultades para limitar el número 
de testigos si es que este atenta contra la rapidez del proceso y no le agrega al descubrimiento de la verdad. 


Creo que nuestra intervención podría terminar acá: estas son las razones por las cuales no nos parece que esta 
norma sea feliz. De todas formas, quisiera agregar otro elemento, y para ello hay que partir de un 
reconocimiento. No tengo dudas de que la iniciativa de esta norma está bien inspirada, que el objetivo es 
aumentar la celeridad del proceso laboral o, más bien, disminuir su lentitud, que es bastante grande. 
"Achiquemos el número de testigos, las audiencias van a ser menos y más rápidas y el juicio va a terminar 
antes". No tengo dudas de que este es el objetivo. Más aún: personalmente hemos conversado con dos 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia, con la señora Presidenta, doctora Sara Bossio Reig, y el doctor 
Leslie Van Rompaey, que nos manifestaron esto. Por el contexto de la conversación no tenemos duda de que 
esa es la finalidad. Lo que sucede es que produce los efectos negativos antes señalados y, además, en rigor 
estamos convencidos de que no va a solucionar la lentitud de los juicios laborales. Es decir, producirá efectos 
no queridos, negativos, y no va a conseguir el loable objeto de aumentar la rapidez. 


En esto el Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, la Cátedra de Derecho Laboral tiene 
posición tomada desde hace mucho tiempo: lo que se necesita en materia laboral, para abreviar los juicios, 
que son muy largos, es un nuevo proceso laboral; un proceso laboral verdaderamente autónomo, 
verdaderamente especial y verdaderamente rápido. 


Uruguay es el único país de América Latina y uno de los pocos en el mundo que carece de un proceso laboral 
especializado, autónomo y verdaderamente rápido, distinto del común del Derecho Civil. 


¿Cuál es el problema acá? El Derecho Procesal es -así lo llamamos los juristas- una materia adjetiva; su 
función es servir de instrumento para la aplicación eficaz del derecho material y sustantivo, al que sirve. El 
derecho sustantivo laboral, en este caso, el Derecho del Trabajo, es muy particular, es muy especial pues va a 
contramano del resto de las ramas del Derecho. Y por eso necesita, de algún modo, de un procedimiento 
igualmente especial, adecuado a las particularidades del derecho sustantivo. Y esto es lo que no tenemos. 
Esto es una de las cosas que hace que las sentencias no sean todo lo buenas que queramos, y sean 
inmensamente más lentas, demoren mucho más de lo que deseamos. 


¿Cuál es la situación actual? La situación actual es la siguiente. En primer lugar, tenemos una Justicia que se 
va desespecializando por la rotación de los Jueces: cuando llegan a la materia laboral y cuando empiezan a 
aprender ya los trasladan a otro destino y, además, por la aplicación del Código General del Proceso que es 
un proceso civil, que va desespecializando al Juez de la materia especificamente laboral. 


En segundo lugar, los juicios demoran mucho. De acuerdo con las estadísticas de la Suprema Corte de 
Justicia los juicios demoran más de dos años. Para la materia laboral es mucho; debemos tener en cuenta que 
la mayor parte de los juicios laborales son de poca monta y de créditos alimentarios: son dos o tres meses de 
salarios, a lo sumo una indemnización por despido, que en nuestro país no es muy alta. Para el trabajador, 
tener la posibilidad de cobrar de aquí a dos años y medio, no le sirve de nada, porque ya se murió de hambre 
-disculpen la expresión- o ya solucionó su problema, está trabajando en otro lado y aquello es un regalo que 
le viene del cielo. 


Para peor, estas estadísticas de la Suprema Corte de Justicia, que son honestas, claras y ciertas, en realidad no 
reflejan la verdad verdadera -disculpen la expresión- porque allí se incluyen los juicios que terminan antes de 
tiempo, por ejemplo, porque hay un acuerdo rápido en la primera audiencia. Con esto, esos que duran dos o 
tres meses aparecen como de dos o tres meses de duración, pero en la realidad los juicios que terminan en 
una sentencia de segunda instancia demoran mucho más que el promedio de más de dos años. ¿Qué es lo que 
alienta esto? Transacciones ruinosas, trabajadores que agarran el 20% de lo que les ofrecen, si es que lo 
ofrecen, con un agravante, que es el tercer problema que tenemos. 


Hoy en día en Uruguay la deuda más barata es la laboral. Si yo dejo de pagar la luz, no solo me cortan la 
corriente eléctrica, sino que al día siguiente debo un 20% de recargo -los señores Diputados como usuarios lo 
saben-, más un 5% mensual acumulativo. Lo mismo ocurre con los impuestos municipales, con la OSE, 
etcétera. 


Si tengo un vale bancario por un préstamo que pedí, ahí tendré esos recargos y mucho más. En cambio si yo 
dejo de pagar a un empleado, al día siguiente no debo nada más que lo que debía, y al mes siguiente no debo 
nada más, y al año no debo nada más. Y nunca más debo nada más, salvo que me inicie una acción laboral 
que, por lo menos, va a demorar dos años y medio. 


Hay un lamentable mensaje a la sociedad: ante la fría racionalidad con que el empresario maneja su empresa, 
¿a quién deja de pagar si tiene la más mínima dificultad? Obviamente, al trabajador. Sumada la demora de los 
juicios a esta circunstancia, tenemos un pésimo mensaje en lo social, en la justicia social, y también un 
pésimo mensaje en la conflictividad, porque a un trabajador que tiene reclamos y que sabe que la perspectiva 
es esa, le es mucho más eficaz tratar de generar un conflicto colectivo, que tiene a la prensa, al Parlamento, al 
Ministro de Trabajo y Seguridad Social, a todo el mundo preocupado por el asunto, para solucionarlo 
rápidamente. Hasta hay una razón de paz social para apuntar a que la justicia del trabajo sea muy eficaz y 
muy rápida. 


En definitiva -discúlpenme que incursione en un campo político-, la dictadura lo tuvo claro y por eso en 1974 
aprobó el más rápido y el mejor proceso laboral que tuvo el país en su historia, porque se trataba de evitar la 
sindicalización, el reclamo colectivo, la huelga, etcétera. 


Por todo esto es que nosotros consideramos -estamos convencidos desde hace mucho tiempo- que esta 
disposición, que nos parece mala, responde a un objetivo acertado, solo que no es el camino adecuado. El 
objetivo acertado es hacer que los juicios laborales sean muy rápidos, y para eso necesitamos un proceso 
especial, muy rápido y, además, que los créditos laborales sean más caros. 


Yo sé que en alguna parte del Parlamento hay un proyecto -que es viejo- que establecía el 20% de recargo, 
que junto a una ley de proceso laboral -y hasta podría incluirse en ella-, apuntarían a una solución de fondo 


del problema. 


Finalmente, atendiendo a que la inspiración de este artículo 23 del proyecto de la Rendición de Cuentas es 
buena, aunque erra en el camino, quiero señalar dos cosas. En primer lugar, según tengo entendido, en el 
propio proyecto de Rendición de Cuentas se prevé la creación de un cuarto Tribunal de Apelaciones del 
Trabajo, que sin ser la solución de fondo ayudaría en algo a reducir la duración de los juicios, porque hoy una 
parte de la demora importante se da en la segunda instancia. Pasar de tres a cuatro Tribunales en algo 
ayudaría; reitero que es algo que figura en esta Rendición de Cuentas y que podría ayudar. 


En segundo término -si bien esto todavía es extraoficial-, nosotros hemos iniciado contactos personales y 
reservados con la Suprema Corte de Justicia y con el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para explorar 
y tratar de encontrar un punto común de coincidencia entre el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial para la 
búsqueda de lo que llamamos una solución de fondo: es decir, la creación de un proceso muy rápido, que 
supone un esfuerzo técnico de inventar un proceso realmente rápido, pero también un esfuerzo de tipo 
económico-político de crear los Tribunales necesarios o la reconversión de los Tribunales existentes, para lo 
cual se requiere fuerte apoyo del Poder Ejecutivo. En eso estamos, pero quiero adelantar que si estas 
gestiones cristalizaran -reitero que son reservadas, personales y que han tenido un par de reuniones-, sin duda 
nos gustaría mucho contar con apoyo parlamentario y con la integración -habrá que ver cómo- de algunos 
parlamentarios en esos grupos de trabajo, de tal forma de que si ese proyecto llega al Parlamento -si es que 
llega- no sea una cosa totalmente nueva, inesperada, sino que haya tenido, de algún modo, el conocimiento y 
consentimiento de los señores legisladores que, de cierta forma, representaron al Cuerpo. 


Esto era cuanto tenía para decir, no solo a título personal sino, fundamentalmente, en representación del 
Instituto de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, de la Facultad de Derecho. Este tema fue discutido 
en el plenario del Instituto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera reiterar lo que manifestamos a la delegación anterior. En términos 
generales compartimos el tema y nos parece del caso consultar a la Suprema Corte de Justicia sobre los 
motivos por los cuales entendió esta propuesta. 


A título personal señalaba que si tomar medidas para hacer más rápido el trámite significa que el trabajador 
no pueda aportar más pruebas, es una prerrogativa que debe tener el propio trabajador. Debe estar en sus 
manos decidir que presenta menos testigos para hacerlo más rápido, y no imponérselo mediante una norma. 


De todos modos, me parece muy oportuno lo que el doctor Ermida Uriarte ha dicho y ello coincide con algo 
que habíamos planteado a la doctora Mangarelli -integrante de la delegación anterior- relacionado con el 
hecho de que debemos buscar un sistema judicial más profundo -que no se vaya armando de parches, de 
reformas o de normas sueltas por todos lados-, es decir, encontrar un sistema general a través del cual pueda 
llevarse adelante esa celeridad tan necesaria para los trabajadores. En ese sentido, las expresiones sus 
expresiones son todas muy compartibles. En este caso quiero hacerle una precisión: nosotros queremos hacer 
un proceso ligero; no por las mismas razones que quería hacerlo la dictadura, pero sí queremos hacerlo. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Ello es clarísimo; era un argumento más. Además, aparte de la justicia 
social, que es lo central, eso también va a contribuir a disminuir la conflictividad. Una de las muchas 
causas que tiene la conflictividad laboral podrá desaparecer o aminorarse. Descuento que esta no es la 
finalidad de este Cuerpo que es, indudablemente, democrático. 


SEÑORA PASSADA.- Nos pondremos a estudiar este tema y descontamos que para ello tendremos el 
apoyo del Instituto. 


Uno de los elementos mencionados el año pasado fue el de los acortamientos de los juicios; será un debate 
que, reitero, va a merecer el aporte que se pueda hacer desde el propio Instituto. 


Todos estamos sensibilizados con esta situación. En las oportunidades en que concurrió a la Comisión el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social realizó un planteo diciendo que uno de los motivos de disminuir 
una situación conflictiva implica no tener un conflicto permanente cuando hay una demanda de un trabajador 
en el ámbito laboral. 


Creo que en este sentido todas las partes vamos a estar de acuerdo y buscaremos la norma que mejor pueda 
adecuarse a esta situación. 


(Se retira de Sala el doctor Ermida Uriarte) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a intermedio. 


(Es la hora 14 y 53) 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Pozzi) 
SEÑOR PRESIDENTE AD HOC.- Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 27) 


(Ingresa a Sala una delegación del Plenario Intersindical de Trabajadores -PIT-CNT- integrada por la doctora 
Rosario Oiz y el señor Milton Castellano) 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC.- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en 
recibir a la delegación del PII-CNT, integrada por la doctora Rosario Oiz y el compañero Milton 
Castellano, quienes vienen a exponer alguna inquietud sobre un asunto que ya en el día de hoy nos han 
expuesto otras organizaciones. En tal sentido, nos gustaría escuchar cuál es la opinión del PI-CNT. 


SEÑORA OIZ.- Venimos a hablar del procedimiento judicial -los compañeros me dieron la derecha 
para comenzar con la exposición. 


A nosotros nos preocupa, y a la luz de lo que manifestó el señor Presidente de la Comisión, las delegaciones 
que nos precedieron tienen la misma preocupación en cuanto a que se realice una reforma al Código General 
del Proceso, la que está prevista en la Rendición de Cuentas que presentó el Poder Judicial para este año. 
¿Qué establece esa modificación? Reduce el número de testigos que pueden presentar las partes en un juicio 
laboral, de acuerdo al informe que hace el Poder Judicial de reducir los procedimientos laborales, los cuales 
son largos. Y no dejamos de reconocer que son largos. 


Si bien saludamos la creación de un Tribunal de Apelaciones del trabajo en esa misma Rendición de Cuentas, 
lo cual es importante -porque lo que se dice allí es cierto; los tribunales resuelven de una forma muy lenta- sí 
nos preocupa que se reduzca la cantidad de testigos que se puedan presentar en el juicio. 


Reconocemos la necesidad de que se reduzca el tiempo de desarrollo de un procedimiento laboral; hoy, dura 
mucho tiempo. La estadística que tiene publicada el propio Poder Judicial en su página de Internet establece, 
en primera instancia, que el procedimiento laboral para llegar a sentencia definitiva dura alrededor de catorce 
a quince meses, lo cual es un disparate si pensamos qué es lo que estamos pidiendo que se reconozca en un 
procedimiento laboral. Sin embargo, entendemos que la manera adecuada de resolver esta situación no es por 
la vía que se propone, de reducción de los testigos. Es más; vemos que de la propia página del Poder Judicial 
surge, de su Departamento de Estadística, que aunque la cantidad de juicios laborales iniciados en 2004-2005 
es inferior a la del Período 2000-2003 -o sea que se empezaron menos procedimientos que en el Período 
anterior-, lo cierto es que el tiempo de duración del procedimiento no ha cambiado, por lo que no es un 
problema de cantidad de juicios ni de la forma en que el procedimiento se desarrolla. Allí hay otro problema 
y habría que sentarse a analizar con más detenimiento cuál sería la manera de llegar a una solución. 


Nosotros tenemos la percepción de que allí hay un problema administrativo de eficacia y de apropiación de 
los recursos que no permite reducir el procedimiento. Digo esto en virtud de que, por ejemplo, de esas 
propias estadísticas surge que hacer las notificaciones lleva entre tres y cuatros meses, lo que parece bastante 
desproporcionado. Lo mismo sucede en lo relativo al tiempo de duración entre audiencia y audiencia que, 
también, parece ser desproporcionado. En realidad, el objetivo que se pretende con la reducción del número 
de testigos no sería la forma adecuada para lograr que el procedimiento sea más corto. Y, sin embargo, esta 
reducción sí genera problemas; y, especialmente los trabajadores se ven afectados por esta situación. ¿Por 
qué? No escapa a ustedes que el trabajador no es el que dispone de los medios de prueba documentales en la 


relación de trabajo para aprobar los derechos que reclama. Con lo cual, casi únicamente, sus reclamos se 
hacen por medio de testigos, los cuales tienen alguna particularidad. ¿Cuál es? Que en general no son 
personas ni muy preparadas en lo que tiene que ver con la dialéctica, así como tampoco en las formas y en los 
elementos a exponer en un procedimiento. Esto tiene el agravante que, aunque no fuera así y fueran personas 
muy versadas, el hecho de estar presentes en un procedimiento judicial, sentados en una audiencia, los lleva a 
tener dificultades en el momento en que se deben expresar con claridad y precisión para defender sus 
planteos. ¿Qué significa esto? Que los jueces, en el momento de resolver, aprecian las distintas declaraciones 
para llegar al convencimiento de si se está reclamando correctamente o no. Eso, para los trabajadores, 
significa que necesitan cantidad de testigos. Con dos testigos por tema -teniendo en cuenta estos otros 
elementos- es impensable que puede probarse adecuadamente la situación que se está reclamando. Además, 
en este caso -por lo que expresé hace un momento-, si el trabajador tuviera otros medios de prueba de fácil 
alcance como para probar sus derechos, podríamos hablar, eventualmente, de reducir el número de testigos; 
pero este no es el caso. En la mayor parte de los juicios el trabajador únicamente cuenta con la declaración de 
sus compañeros para poder formar posición frente al Juzgado de qué es lo que está reclamando. O sea que 
esta reducción de testigos de cinco a dos afecta directamente al trabajador, poniéndolo en un procedimiento 
en inferioridad de condiciones, incluso, que su contraparte, que sí dispone de los medios de prueba. Me 
refiero a otros medios de prueba, como puede ser la prueba documental. Esto tiene el agregado de que si se 
presentaran cinco testigos por tema, que es lo que establece la norma que está vigente, y el Juez entendiera 
que una situación le queda absolutamente clara, por la positiva o por la negativa, con la declaración de menos 
testigos, de los cinco que están propuestos, puede detener el procedimiento y decir: "A estos testigos no les 
tomo declaración". Esa es una facultad por la cual el Juez puede optar libremente, con lo cual en estas 
situaciones no se generaría la pretendida dilación del procedimiento. Como dije, para nosotros es de una 
importancia fundamental mantener estos cinco testigos para este procedimiento. 


No entendemos por qué es un problema cinco testigos por tema en sede laboral y no lo es en ninguna de las 
otras materias. Está pensado aplicar esta situación únicamente para la sede laboral; no para las otras ramas 
del Derecho. Y en las otras ramas del Derecho -si vamos a lo que son las estadísticas del Poder Judicial- los 
juicios también se vuelven largos y no se propone la reducción de la cantidad de testigos en las otras causas. 
Por tanto, generaría una diferencia en esta materia, en esta competencia, que entendemos que no está 
justificada a los efectos, por lo menos, del objetivo que se propone; y ocasionaría, realmente, un perjuicio. Si 
esta modificación se llevara adelante los trabajadores serían los mayores perjudicados. Entonces, nos 
veríamos enfrentados a lo siguiente: en un procedimiento tendríamos partes que se encontrarían frente a 
diferentes situaciones de manera de reivindicar sus derechos y además en desigualdad de condiciones con el 
resto del procedimiento. 


Nosotros, desde el PIT-CNT reivindicamos la necesidad de que se apruebe una nueva ley de procedimiento 
para sede laboral. Entendemos que debe haber un procedimiento específico para esta materia, pero también 
entendemos que por la vía de esta modificación de un artículo puntual y en una situación de estas 
características, no es la manera adecuada de lograr el objetivo. 


SEÑOR HACKENBRUCH LEGNANI.- Básicamente, las delegaciones que nos visitaron 
anteriormente plantearon la misma temática y creo que hay bastante acuerdo de parte de las diferentes 
bancadas con respecto a este asunto. 


Aclaro que, sobre todo he solicitado la palabra para pedirles disculpas por la larga espera ocasionada. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Como soy el único abogado presente voy a reiterar los conceptos que 
planteamos a las dos delegaciones anteriores, y creo que ello vale la pena, a pesar de que los 
compañeros ya lo han escuchado. 


La Comisión recibe con preocupación este tema que nos han presentado en la tarde de hoy; compartimos el 
espíritu de lo planteado. Tengo la percepción de que lo vinculado a la celeridad y a reducir la cantidad de 
testigos es un tema que va en beneficio del propio trabajador. Si el trabajador cree que reduciendo la cantidad 
de testigos puede apresurar el trámite, así lo hará; y si cree que no tiene certeza al respecto y necesita más 
testigos no se tomará esa discrecionalidad. 


Nos parece que no está bien imponer esto a través de una ley. En ese sentido, sugería que escuchemos los 
fundamentos por los cuales la Suprema Corte de Justicia ha dicho eso pero, en principio, compartimos el 
planteo que ustedes están haciendo y, en términos generales, quiero decirles que estamos convencidos de que, 
efectivamente, debe analizarse un sistema judicial más apropiado a los tiempos modernos. Hasta ahora se han 
venido poniendo parches y tapando agujeros en distintos lugares y no se ha buscado analizar esto desde el 
punto de vista del sistema judicial más apropiado. Naturalmente que las características del proceso laboral y 
de los actores que en él están presente requiere un tipo de procedimiento especial; esto no quiere decir que no 
se deba reformar la Justicia globalmente. Creo que deberíamos abocarnos a esa tarea, analizando de qué 
manera posicionamos al Poder Legislativo, ayudando a mejorar a otro Poder del Estado a través de una 
legislación acorde, para lo cual haremos aportes en el futuro. En este caso concreto manifestamos que 
suscribimos las críticas que en principio hacen y, seguramente, por este camino vamos a compartir lo que nos 
plantean para tratar de que esto no se apruebe de esta forma. Asimismo, les recomiendo algunos planteos que 
había hecho el señor Diputado Hackenbruch -si me permite decirlo en su nombre- en el sentido de que 
también traten de conversar con la Comisión de Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC-.- Pocas veces en esta Comisión hay tanta unanimidad sobre el mismo 
tema. De manera que nos congratulamos en este sentido y esperemos que vengan más artículos iguales 
para evitarnos un montón de problemas. 


(Hilaridad) 


Al resto de las delegaciones planteamos lo mismo en cuanto a que hablen con la Comisión de 
Presupuesto, aunque sea informalmente, porque ello es bastante complicado. 


El señor Diputado Pablo Abdala nos informaba que había estudiado el tema y que vino en el Mensaje del 
Poder Judicial; sin embargo, no lo encontramos en el Mensaje de Rendición de Cuentas, en el inciso del 
Poder Judicial. Sí se encuentra en el Mensaje que el Poder Judicial envía. 

De cualquier forma, nosotros vamos a estar atentos y, por supuesto, en la medida que conversemos con otros 
compañeros nos pondremos al tanto, pero también vale la pena que ustedes se muevan para concertar una 
entrevista con la gente que está en la Rendición de Cuentas y así plantearles este tema. 


Si no hay más nada que agregar, agradecemos la comparecencia del Plenario Intersindical de Trabajadores. 
SEÑORA OIZ.- Muchas gracias por habernos recibido. 
(Se retira de Sala la delegación del Plenario Intersindical de Trabajadores -PIT=CNT-) 


SEÑOR PRESIDENTE AD HOC-.- Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


